AL JUZGADO CENTRAL DE INSTRUCCIÓN Nº 5

DE LA AUDIENCIA NACIONAL


EL FISCAL, en las D.P. nº 31/2013 de este Juzgado, evacuando el trámite acordado en el Auto de 12 de abril de 2013, por medio del presente informe  comparece y DICE:


1º.- Mediante Auto de 12 de abril de 2013 de incoación de las presentes diligencias, completado con dos diligencias de ordenación de 7 de mayo de 2013, se ha dado traslado al Ministerio Fiscal de las querellas interpuestas por la representación de 1) Emilia Pereira y otros, 2) Juan Carlos Fernández Pimentel y otros –sin aportación de poderes–, 3) María Cintia Iborra Alemañ y otros –con aportación de un solo poder– y 4) GESRENTA BCN SL, todos ellos accionistas de la entidad PESCANOVA SA.


Dos de esas querellas se dirigen contra el presidente de PESCANOVA SA Manuel Fernández de Sousa-Faro, el consejero de la entidad Alfonso Paz-Andrade Rodríguez y el socio de la firma BDO AUDITORES SL Santiago Sañé Figueras, en tanto que otras dos se dirigen extensamente contra todos los miembros del consejo de administración de las entidades PESCANOVA SA, BDO AUDITORES SL y SABADELL BS BOLSA FI, así como contra la Presidenta de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (en adelante, CNMV).


Aunque el traslado conferido al Ministerio Fiscal lo es para que informe sobre la eventual competencia de este Juzgado, a fin de cumplir con lo dispuesto en los arts. 105 y 312 LECr, se evacúa al mismo tiempo informe sobre la admisión a trámite de las referidas querellas y las diligencias a practicar para la investigación de los hechos.

2º.- Si bien el Auto de incoación recoge en su antecedente de hecho único que las querellas se interponen por la presunta comisión de un delito de estafa, lo cierto es que para la subsunción penal de los variados hechos denunciados los querellantes invocan, según los casos, diferentes preceptos tipificadores de delitos societarios –arts. 290, 291, 293, 294 y 295 CP–, delitos relativos al mercado y los consumidores –arts. 282 bis, 284 y 285 CP– y delitos de insolvencia punible –arts. 257 y 258 CP–, sin perjuicio de la calificación jurídica que a criterio de este Ministerio Fiscal cabe atribuir provisionalmente a tales hechos.


En síntesis y siempre en la versión de los querellantes, tales hechos –algunos de ellos sustentados por el momento en información periodística-, apuntan a una presunta falsedad de las cuentas anuales o de otros documentos e informes económicos o financieros de la entidad PESCANOVA SA merced a los cuales sus administradores –en responsabilidad compartida con los auditores-,  habrían proporcionado públicamente una imagen irreal de su situación económica y patrimonial, al menos durante el tiempo en el que los querellantes, confiando en la fidelidad de dicha información, adquirieron en el mercado de valores diferentes paquetes de acciones de dicha entidad. De hecho, entre los meses de agosto de 2012 y enero de 2013 varios analistas financieros recomendaron la inversión en esos valores atendiendo al signo positivo de aquella información. No en vano, el 16 de noviembre de 2012 el presidente de PESCANOVA SA ofreció información financiera positiva de la sociedad correspondiente al tercer trimestre de 2012 a varios de esos analistas convocados a un encuentro a tal fin. En este punto la representación de algunos querellantes cuestiona la actuación de la entidad SABADELL BS BOLSA FI que, habiendo aconsejado la compra de los títulos, procedió a la venta masiva de acciones de PESCANOVA SA en un momento en que las mismas experimentaban una subida, por lo que consideran que la misma podría haber utilizado información reservada.


En ese espacio de tiempo en el que se produjo el flujo de información presuntamente falseada los querellantes incluyen particularmente la operación de aumento de capital de PESCANOVA SA que tuvo lugar en los meses de julio y agosto de 2012 mediante la emisión de 9.290.464 nuevas acciones por un importe total de 124.956.740,80 €, según las condiciones recogidas en el “Documento de Registro de Acciones” y en la “Nota sobre Acciones” inscritos en los registros de la CNMV el 26 de junio y el 10 de julio de 2012 respectivamente. Dichos documentos, bajo la declaración de responsabilidad del presidente de PESCANOVA SA, ofrecían como información financiera fundamental de la sociedad emisora, entre otras, la contenida en sus cuentas anuales consolidadas de los ejercicios 2009, 2010 y 2011 auditadas con opinión favorable y sin salvedad alguna, asegurando expresamente el cumplimiento actual de todos sus compromisos financieros sin riesgo alguno de vencimiento anticipado de sus obligaciones.


En opinión de los querellantes ninguna de esas informaciones –cuentas anuales, folletos informativos, informes financieros-, reflejaba la imagen fiel de PESCANOVA SA, como lo revela el hecho de que tan solo unos meses después, el 28 de febrero de 2013, su presidente comunicara a la CNMV la decisión de la entidad de no formular las cuentas anuales del ejercicio 2012 y manifestara sus dudas sobre la propia continuidad de la empresa, lo que al día siguiente fue seguido de la comunicación al Juez competente del inicio de negociaciones para la refinanciación de su deuda bancaria de conformidad con el art. 5 bis de la Ley Concursal.


A consecuencia de esta situación, el 1 de marzo de 2013 la CNMV suspendió la cotización de la acción de PESCANOVA SA, que había cerrado el día anterior a un precio de 17,40 €. La suspensión se alzó el 4 de marzo de 2013, día en el que la acción experimentó una pérdida del 60% y cerró a un precio de 6,96 €. El 12 de marzo de 2013 PESCANOVA SA comunicó a la CNMV la existencia de discrepancias en su contabilidad en relación con el importe de su deuda bancaria, que hoy todavía se encuentran sin cuantificar. Ese día la CNMV suspendió de nuevo la cotización de la acción, que cerró a un valor de 5,91 €, situación que se mantiene en la actualidad.


El 15 de abril de 2013 PESCANOVA SA solicitó la declaración de concurso de acreedores, la cual tuvo lugar mediante Auto de 25 de abril de 2013 dictado por Juzgado de lo Mercantil nº 1 de Pontevedra en el Procedimiento nº 98/2013-IF.


3º.- Además de lo expuesto, los querellantes denuncian que algunos querellados, a fin de evitar pérdidas en sus patrimonios personales y plenamente conocedores de la verdadera situación económica de la entidad, vendieron acciones de PESCANOVA SA antes de que esa situación se diera a conocer públicamente.


Tales hechos han sido objeto de investigación por la CNMV, que expuso sus conclusiones iniciales en un informe de fecha 18 de abril de 2013 de la Unidad de Vigilancia de los Mercados –complementado por otro de 30 de abril de 2013– que fue remitido al Ministerio Fiscal en fecha 19 de abril de 2013 y dio lugar a la incoación de las Diligencias de Investigación nº 6/2013 de esta Fiscalía Especial por un presunto delito de uso de información relevante del art. 285 CP. Tales diligencias se aportan con el presente informe para su incorporación a los autos de conformidad con el art. 773.2 in fine LECr.


Sin perjuicio de lo que pueda resultar de la futura investigación, cabe destacar en este trámite que, según dicho informe, al menos cuatro accionistas de PESCANOVA SA, a través de sociedades que controlaban, procedieron a la venta de sus acciones hasta el mismo día o pocos días antes de la comunicación a la CNMV de 28 de febrero de 2013 en la que se desvelaba la incertidumbre sobre la continuidad de la actividad de la sociedad con la subsiguiente depreciación de dichos títulos. Se trata de las siguientes personas:

1) Manuel Fernández de Sousa-Faro, presidente de PESCANOVA SA, quien entre el 7 de enero y el 27 de febrero de 2013 a través SOCIEDAD ANÓNIMA DE DESARROLLO Y CONTROL (SODESCO) vendió 1.688.518 acciones a un precio medio de 16,26 €, lo que supuso un ingreso de 27.459.442 € y la evitación de una pérdida de 15,6 millones de euros, según estimaciones de la CNMV.

Este querellado también vendió en septiembre y diciembre de 2012 y enero de 2013 a través de INVERPESCA SA y SOCIEDAD GALLEGA DE IMPORTACIÓN DE CARBONES SA un total de 560.678 y 24.400 acciones respectivamente, evitando otras pérdidas patrimoniales cuyo importe no ha sido estimado por la CNMV.

2) Alfonso Paz-Andrade Rodríguez, consejero de PESCANOVA SA, quien entre el 29 de enero y el 27 de febrero de 2013 a través NOVA ARDARA EQUITIES SA vendió 344.972 acciones a un precio medio de 16,86 €, lo que supuso un ingreso de 5.815.674 € y la evitación de una pérdida de 3,4 millones de euros, según estimaciones de la CNMV. Igualmente el 27 de febrero de 2013 a través de IBER-COMERCIO E INDUSTRIA SA vendió otras 420 acciones a un precio medio de 16,53 € por acción, evitando una pérdida de 3.991 €.

3) José Alberto Barreras Barreras, quien entre el 11 de enero y el 6 de febrero de 2013 a través TRANSPESCA SA vendió 700.000 acciones a un precio medio de 16,02 €, lo que supuso un ingreso de 11.215.175 € y la evitación de una pérdida de 6,3 millones de euros, según estimaciones de la CNMV.
4) José Antonio Pérez-Nievas Heredero, quien los días 25 y 26 de febrero de 2013 a través GOLDEN LIMIT SL vendió 110.000 acciones a un precio medio de 17,02 €, lo que supuso un ingreso de 1.872.113 € y la evitación de una pérdida de 1.390.057 €, según estimaciones de la CNMV.

4º.- En resumen, más allá de la profusa cita de preceptos que realizan los querellantes, los hechos se contraen por el momento y a nivel indiciario a un presunto falseamiento de la información contenida en las cuentas anuales de PESCANOVA SA (art. 290 CP), siendo las últimas aprobadas las del ejercicio 2011, así como a la utilización y reproducción de dicha información en los documentos registrados en la operación de aumento de capital de PESCANOVA SA que tuvo lugar en los meses de julio y agosto de 2012 (art. 282 bis CP). En ese escenario informativo se produjo la captación pública de fondos de nuevos inversores mediante la negociación de acciones a través del mercado continuo de valores, por lo que no es improcedente referirse, como hacen los querellantes, a una conducta en última instancia de naturaleza “defraudatoria” –lato sensu– que habría podido causar un perjuicio económico continuado a una generalidad de personas dispersas por el territorio de varias Audiencias e incluso, dada la implantación internacional de la sociedad, más allá del territorio nacional, lo que de conformidad con el art. 65.1º c) LOPJ determina la competencia de la Audiencia Nacional para el conocimiento de los hechos y de este Juzgado Central de Instrucción para su investigación. Al mismo tiempo, de acuerdo con los arts. 65.1º in fine LOPJ y 17 LECr, este Juzgado debe declararse también competente por razones de conexidad para la investigación del presunto delito de uso de información relevante con relación a la venta de acciones de PESCANOVA SA por parte de las personas anteriormente indicadas (art. 285 CP). Todo ello sin perjuicio de que en la instrucción de la causa puedan aflorar indicios de la existencia de otros delitos.


POR LO CUAL interesa:


1º.- Se dicte resolución declarando la competencia de este Juzgado para la investigación de los hechos objeto de las querellas.


2º.- Se admitan a trámite parcialmente las querellas interpuestas, dirigiéndose el procedimiento en este momento contra las siguientes personas y entidades:

A)
- MANUEL FERNANDEZ DE SOUSA-FARO, presidente de PESCANOVA SA.


- ALFONSO PAZ-ANDRADE RODRÍGUEZ, consejero de PESCANOVA SA.

Por presuntos delitos de falseamiento de información económico-financiera (art. 282 bis CP), falseamiento de cuentas anuales (art. 290 CP) y uso de información relevante (art. 285 CP).

B)
- JOSE ALBERTO BARRERAS BARRERAS, accionista de PESCANOVA SA.


- JOSE ANTONIO PEREZ-NIEVAS HEREDEROS, accionista de PESCANOVA SA.
Por un presunto delito de uso de información relevante (art. 285 CP).

C) 
- PESCANOVA SA (A36603587).

Por un presunto delito de falseamiento de información económico-financiera (arts. 282 bis y 288 CP).

D) 
- INVERPESCA SA (A78024627),
- SOCIEDAD GALLEGA DE IMPORTACION DE CARBONES SA (A36623478),
- SOCIEDAD ANÓNIMA DE DESARROLLO Y CONTROL (A28921690),
- TRANSPESCA SA (A35013481),
- NOVA ARDARA EQUITIES SA (A36682029),

- GOLDEN LIMIT SL (B82814989),
- IBER-COMERCIO E INDUSTRIA SA (A36606507)
Por un presunto delito de uso de información relevante (arts. 285 y 288 CP).

Ello debe entenderse sin perjuicio de las nuevas imputaciones que contra estas u otras personas proceda formular a resultas de la instrucción.


3º.- Se acuerde recibir declaración en calidad de imputados a los querellados a que se refiere el ordinal anterior, en este momento exclusivamente en relación con la presunta comisión de un delito del art. 285 CP, sin perjuicio de las nuevas declaraciones que a la vista del resultado de las diligencias solicitadas en este escrito proceda recibir a estas u otras personas en relación con los delitos de los arts. 282 bis y 290 CP.

Tales declaraciones deben extenderse también a los representantes designados por las personas jurídicas contra las que se dirige el procedimiento por la comisión de un presunto delito del art. 285 CP de conformidad con lo dispuesto en los arts. 119 y 409 bis LECr.
Fdo.:
Juan Pavía
Elena Lorente
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